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IGUALDAD / PETICIÓN / ACTOS ADMINISTRATIVOS / SUBSIDIAIEDAD / SIN PERJUICIO IRREMEDIABLE / CONFIRMA IMPROCEDENCIA - En primer lugar porque lo que pretende el actor por medio de esta acción tuitiva es que se modifique o adicione un acto administrativo de carácter general, cual es la Resolución No. 439 de 2017 expedida por el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, con el fin de que el Departamento dentro del cual desarrolla su actividad comercial sea beneficiado con las ayudas estatales que se han brindado a otras regiones, bien sea por motivos de desequilibrio ambiental (ola invernal) o inestabilidad económica con respecto a su demanda y precio.   
(…)

Ahora, dirigiéndonos concretamente a la procedencia de la acción de tutela en contra de actuaciones administrativas, es importante precisar que ello sólo resulta viable en aquellos eventos en que se ha logrado evidenciar una vulneración al debido proceso, como producto de una vía de hecho o actuación arbitraria en que haya podido incurrir la entidad demandada, y además, es un requisito exigible que se esté ante la posible ocurrencia de un perjuicio irremediable que por su gravedad no permita esperar su resolución por medio de la jurisdicción ordinaria.
(…)

En esta ocasión, resulta evidente que ninguno de los presupuestos expuestos en cita son adaptables al caso puesto en conocimiento de esta instancia judicial, pues el reclamo a simple vista no permite presumir cuál es el perjuicio irremediable al que está expuesto el actor que no le permita acudir a las vías ordinarias, máxime cuando estas alturas no ha agotado la vía gubernativa, pues no reposa en el expediente ningún tipo de información que permita deducir que los cuestionamientos que en esta oportunidad saca a relucir el señor DOV fueron expuestos ante la entidad reclamada previamente, ni tampoco que antes de acudir a la presente acción constitucional hubiera solicitado la ayuda del Ministerio de Agricultura para la producción y comercialización de sus cultivos de maíz.  
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ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por el señor Diego Osorio Valenzuela accionante dentro del presente asunto, contra el fallo proferido por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, mediante el cual negó la solicitud de amparo invocada por el recurrente en contra del Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural.
ANTECEDENTES:
El señor Diego Osorio Valenzuela instauró acción de tutela en contra del Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural al considerar vulnerado su derecho fundamental a la igualdad. Los hechos en los cuales fundamentó su solicitud se pueden extraer así: 
· Dice el libelista que es agricultor, y cultiva maíz blanco en el Departamento de Risaralda, sin embargo, el lugar en el cual desarrolla su actividad se encuentra más cercano al municipio de Cartago, Valle del Cauca, lugar que constituye su principal centro de acopio y comercialización, teniendo en cuenta la proximidad.
· Como quiera que en días pasados se presentaron dificultades en el mercadeo de su producto, teniendo en cuenta no sólo las temporadas de lluvia con afectación a nivel regional, sino inconvenientes en relación con el precio del mismo, se vio en la necesidad de almacenar el maíz esperando que el “precio reaccionara”, pero ello no ocurrió, por lo que recientemente tuvo que venderlo. 
· El Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural expidió el año pasado las Resoluciones Nros. 388 del 23 de noviembre y 439 del 20 de diciembre, otorgándoles con ellas un apoyo a los productores de maíz blanco en los Departamentos de Tolima, Meta, Valle del Cauca y Córdoba. 

· Considera el accionante que con dichos actos administrativos se desconoció su derecho fundamental a la igualdad, así como el de los demás productores de maíz blanco en Risaralda, pues no fue tenido en cuenta este Departamento en el momento de su expedición, pese a que esta zona también ha sufrido la misma afectación que los demás, omisión que conjuntamente le atribuye al Fondo Nacional de Cultivadores de Cereales y Leguminosas -FENALCE-, por no haberlos reportado ante el Ministerio como productores afectados.  

PRETENSIONES:
Con base en los hechos narrados, solicitó el accionante que se ordene al Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural emitir una resolución de apoyo de $100 por kilo a la comercialización de maíz blanco en Risaralda, a los productores que debieron almacenarlo y posteriormente venderlo con las mismas fechas de facturación contempladas en la Resolución No. 439 del 20 de diciembre, con el fin de que prime el principio de igualdad. 

Así mismo, pidió que se ordene a FENALCE justificar por qué no reportó el maíz que tenían almacenado los productores de Risaralda, y al Ministerio explicar por qué no verificó esa información.   
TRÁMITE Y DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA: 
1. Admisión: 

El Juzgado de conocimiento admitió la actuación y ordenó correr traslado del escrito de tutela y sus anexos al Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural para que ejerciera sus derechos de defensa y contradicción, además vinculó al Fondo Nacional de Cultivadores de Cereales y Leguminosas -FENALCE-. 

2. Respuestas de los accionados: 

Frente a los anteriores requerimientos únicamente se pronunció FENALCE, contra argumentando los dichos del accionante, ello bajo la aserción de que el centro de comercialización más cercano para los agricultores de “El Cerrito” no está ubicado en Cartago, Valle del Cauca, sino en Mercasa, Pereira, Risaralda. Además, aseguró que en ese Fondo no se tiene ningún reporte efectuado por el señor Osorio Valenzuela de que tuviese maíz blanco sin comercializar. 
Por otra parte, expuso que el reconocimiento que se hizo por la ola invernal fue para el maíz blanco del Departamento de Córdoba y de acuerdo a reportes de dicha situación, efectuados oficialmente por el INVIMA.  
En lo relacionado con el acápite de pretensiones del accionante, explicó que FENALCE sólo reporta con destino al Ministerio la información que los agricultores le suministran a través de sus distintas oficinas, sumado a ello, aclaró que Risaralda no se encuentra clasificado como gran productor de maíz blanco, y que además nunca se tuvo conocimiento allí de que en este Departamento se tuviera almacenado maíz blanco sin comercializar. 
Así mismo, explicó que la información que ese Fondo recopila, se reporta en orden de mérito, es decir, teniendo en cuenta el volumen de inventario de todo el maíz blanco sin comercialización y qué tan significativo es el grado de afectación de cada región. En ese sentido, aseguró que en lo concerniente al Departamento de Risaralda, no hubo reporte de afectación del maíz por la ola invernal o exceso de lluvias ante la Unidad Nacional de Riesgos y Desastres. 

También afirmó que algunas otras regiones con mayor tradición maicera que la de Risaralda tampoco fueron beneficiadas, pues reiteró que tal decisión se tomó conforme a los volúmenes y cantidad de afectados, dado que no todos los Departamentos sufren la misma afectación, especialmente si se tiene en cuenta que algunos de ellos tienen ventajas en cuanto a su oferta climática, ubicación geográfica, o con relación a los centros de consumo y la competitividad frente al maíz blanco importado.     
3. Fallo impugnado: 

Posteriormente, al efectuar el estudio de la situación fáctica planteada, resolvió el Despacho negar por improcedente el amparo de los derechos constitucionales reclamados por el accionante, pues a criterio del A Quo, no se cumplió con el presupuesto de subsidiariedad que caracteriza este tipo de acción, ello al existir otros mecanismos de defensa ante la jurisdicción ordinaria, y al no observarse el perjuicio irremediable que se le pudiera ocasionar al invocante con la no intervención del juez constitucional.  
ARGUMENTOS DE LA IMPUGNACIÓN:
Una vez enterado de la decisión de instancia, el accionante presentó un escrito mediante el cual la impugnó; en dicho memorial cuestionó que el Ministerio accionado haya guardado silencio frente al requerimiento que se le hiciera por parte del Despacho de primera instancia, pues afirma que con ello se le impidió conocer cuál fue la razón por la cual se excluyó a los productores de maíz blanco de Risaralda de la Resolución No. 439 de 2017, con su respectiva compensación económica para mitigar el perjuicio que tuvieron por la difícil comercialización y el bajo precio del grano en el año 2017; dándoles con ello un trato diferenciado como una forma de discriminación, máxime cuando han sufrido igual o mayor afectación y pérdidas en su cultivo.   

Asegura que el Ministerio de Agricultura asumió una posición dominante al no responder la solicitud de amparo como accionado, lo que le impide a él presentar reclamos ante esa entidad gubernamental.  
Ahora, considera que FENALCE con su respuesta confundió al Juez de conocimiento, pues únicamente hizo referencia a la ola invernal que afectó el maíz, sin hacer referencia al apoyo a la comercialización de dicho producto conforme a lo contemplado en la Resolución No. 439 de 2017, no obstante, con ese tema del clima sí estuvo perjudicado, a tal punto que tuvo que presentar reclamación en la Aseguradora SURAMERICANA en el mes de septiembre del año anterior. 
También afirmó que él no está inscrito en FENALCE como agricultor de maíz, pero cuestionó que esa entidad no haya hecho un censo en Risaralda con el cual se actualicen los datos de los maiceros del Departamento, lo que quiere decir, según él, que esta última entidad no estaba llamada a ser vinculada en el presente asunto. 
Considera el libelista que el Juez de primer grado cometió un error al no tener en cuenta las pruebas aportadas por él, ni tampoco ordenar la práctica de otras que le ayudaran a determinar la veracidad de sus dichos, como exigirle a la Cartera Ministerial accionada que demostrara si realizó algún censo en el segundo semestre del año 2017, a efectos de establecer qué productores de maíz blanco se encontraban con su producto almacenado por tener dificultades en su comercialización.  

Además, puntualizó que sí se encuentra ante un riesgo inminente, pues los recursos que el gobierno asigna para el apoyo a la comercialización de maíz blanco se acaban en cuestión de días, y requiere la protección del Estado para proteger su trabajo en el campo, porque las pérdidas que le ha dejado el cultivo, al estar el precio de la comercialización por debajo de los costos de producción, lo pone en riesgo de perderlo. 
Finalmente, expuso que debe dársele un trato igualitario con respecto a los demás productores que sí resultaron protegidos gubernamentalmente.  

CONSIDERACIONES DE LA SALA:
Esta Sala de decisión se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000, por tratarse del superior jerárquico del Juzgado que profirió la sentencia de primera instancia.  

En el presente asunto le corresponde a la Sala determinar si como afirma el accionante, el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural ha desconocido sus derechos fundamentales, de manera que deba revocarse la decisión de primer grado, o si contrariamente dicha sentencia resulta acertada conforme a las pruebas arrimadas al expediente.  
La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en el artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo; pero esta acción sólo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
En ese orden de ideas, es necesario anotar que el Decreto 2591 de 1991 estableció las causales específicas de improcedencia de la tutela, indicando que ella no procede cuando se presenta una de las siguientes hipótesis:

i) existencia de otro medio de defensa judicial.

ii) Existencia del Habeas Corpus

iii) Protección de derechos colectivos

iv) Casos de daño consumado

v) Tutela frente a actos de carácter general, impersonal y abstracto.

vi) A su vez se han considerado como causales de improcedencia de la tutela, el incumplimiento del principio de inmediatez, tutela contra sentencias de tutela y la tutela temeraria. 

Aterrizando los anteriores presupuestos al caso que nos concita, encuentra la Colegiatura que en este caso nos encontramos ante dos de las causales de improcedencia ya decantadas, como pasa a explicarse: 

1. En primer lugar porque lo que pretende el actor por medio de esta acción tuitiva es que se modifique o adicione un acto administrativo de carácter general, cual es la Resolución No. 439 de 2017 expedida por el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, con el fin de que el Departamento dentro del cual desarrolla su actividad comercial sea beneficiado con las ayudas estatales que se han brindado a otras regiones, bien sea por motivos de desequilibrio ambiental (ola invernal) o inestabilidad económica con respecto a su demanda y precio.    

Así las cosas, y en atención a lo dispuesto en el numeral 5º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, que reza: “La acción de tutela no procederá… Cuando se trate de actos de carácter general, impersonal y abstracto”, es pertinente advertir de entrada la imposibilidad de entrar a analizar los efectos de las decisiones que en esta oportunidad pretende cuestionar el señor Osorio Valenzuela. 
Sumado a lo anterior, no puede perderse de vista la explicación que al respecto dio la Federación Nacional de Cultivadores de Cereales y Leguminosas FENALCE, entidad que fue vinculada al presente asunto precisamente porque es una de las encargadas de reportar con destino al Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural la información y novedades sobre los agricultores que presentan dificultades importantes en la comercialización de sus productos, siempre y cuando las mismas sean informadas oportunamente por parte de los mismos.   
Ahora, debe tenerse en cuenta también que las ayudas que brindó el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural en los actos administrativos cuestionados a algunas regiones específicas del país, se hicieron conforme a los reportes oficiales que dejaron entrever la necesidad de intervenir Estatalmente en pro de los cultivadores que se encontraban altamente afectados por diversos factores que ameritaban una atención especial, sin que ello quiera decir que se les haya dado un trato desigual a las personas que no resultaron cobijadas con esa ayuda. 
Quiere decir lo anterior que a pesar de la informalidad que caracteriza la acción de tutela, y aunque la carga de la prueba no sea tan rigurosa como en otras materias, ello no implica que el Juez pueda entrar a tutelar derechos sin que la afectación se demuestre mínimamente, máxime cuando lo que está atacando es una decisión administrativa proferida por autoridad competente, en el marco de sus competencias, lo que permite en principio pensar que su condición para resolver el conflicto propuesto en ese escenario era la precisa.
2. Sumado a lo anterior, nos encontramos ante una segunda causal de improcedencia de la acción constitucional, requisito que ha sido denominado subsidiariedad, lo que se traduce en la imposibilidad de acudir a ella suplantando medios judiciales existentes y ordinarios: 
Como se advirtió en párrafos anteriores, el artículo 86 constitucional, en consonancia con ello el artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, indica que la acción de tutela sólo procederá cuando “el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.”. 
La acción de tutela no es, por tanto, un medio alternativo, ni menos adicional o complementario para alcanzar el fin propuesto; tampoco puede afirmarse que sea el último recurso al alcance del actor, ya que su naturaleza, según la Constitución, es la de único medio de protección, precisamente incorporado a la Carta con el fin de llenar los vacíos que pudiera ofrecer el sistema jurídico para otorgar a las personas una plena protección de sus derechos esenciales”, tal y como lo ha expuesto la Corte Constitucional así: 

“… también se concibe como una medida judicial subsidiaria y residual, en tanto que sólo procede en ausencia de otros mecanismos de defensa judicial, a menos que se utilice como mecanismo transitorio para  evitar un perjuicio irremediable y mientras se puede acudir a las acciones y recursos ordinarios. Por lo mismo es claro que el constituyente no consagró con la tutela una vía procesal alternativa o paralela a las comunes para hacer valer los  derechos, de manera que únicamente podrá utilizarse la figura en cuanto el interesado carezca de otra vía procesal para defender un derecho fundamental, y sólo esta clase de derechos…”

Ahora, dirigiéndonos concretamente a la procedencia de la acción de tutela en contra de actuaciones administrativas, es importante precisar que ello sólo resulta viable en aquellos eventos en que se ha logrado evidenciar una vulneración al debido proceso, como producto de una vía de hecho o actuación arbitraria en que haya podido incurrir la entidad demandada, y además, es un requisito exigible que se esté ante la posible ocurrencia de un perjuicio irremediable que por su gravedad no permita esperar su resolución por medio de la jurisdicción ordinaria. Al respecto, vale la pena señalar el criterio sostenido por la Corte Constitucional a nivel jurisprudencial sobre este tema: 

“30. La procedencia de la acción de tutela frente a las actuaciones administrativas se encuentra consagrada de manera expresa en el artículo 29 de la Constitución, en desarrollo del cual la Corte ha decantado una sólida jurisprudencia sobre su contenido y alcances fundamentales[37].

Al respecto en sentencia T-214 de 2004[38] se dijo: “El derecho al debido proceso administrativo se traduce en la garantía que comprende a todas las personas de acceder a un proceso justo y adecuado, de tal manera que el compromiso o privación de ciertos bienes jurídicos por parte del Estado a sus ciudadanos no pueda hacerse con ocasión de la suspensión en el ejercicio de los derechos fundamentales de los mismos. Es entonces, la garantía consustancial e infranqueable que debe acompañar a todos aquellos actos que pretendan imponer legítimamente a los sujetos cargas, castigos o sanciones[39]”.

31. En el análisis del debido proceso a instancias de la Administración, es que se ha reconocido la figura de la vía de hecho administrativa. Se decía sobre el particular en sentencia T-995 de 2007[40] que “La tesis de las vías de hecho (…) ha sido aplicada principalmente en el campo de la actividad judicial, pero esta Corporación también ha reconocido su aplicación en el ámbito de los procesos y actuaciones administrativos”. Esta se produce “cuando quien toma una decisión, sea ésta de índole judicial o administrativa, lo hace de forma arbitraria y con fundamento en su única voluntad, actuando en franca y absoluta desconexión con el ordenamiento jurídico”.

En esta línea se dijo en la sentencia T-076 de 2011[41], retomando la jurisprudencia constitucional sobre el debido proceso administrativo, que el mismo se concreta en “‘(i) el conjunto complejo de condiciones que le impone la ley a la administración, materializado en el cumplimiento de una secuencia de actos por parte de la autoridad administrativa (ii) que guardan relación directa o indirecta entre sí, y (iii) cuyo fin está previamente determinado de manera constitucional y legal. El objeto de esta garantía superior es (i) asegurar el ordenado funcionamiento de la administración, (ii) la validez de sus propias actuaciones, (ii) resguardar el derecho a la seguridad jurídica y a la defensa de los administrados’[42]”. Bajo esta perspectiva es que, como mecanismo excepcional, se ha determinado que procede la tutela contra los actos administrativos conforme las reglas comunes, pero enfatizando en particular en la inminencia de perjuicio irremediable y en que el acto sea contrario a los derechos fundamentales de los interesados en la actuación, en especial las garantías propias del derecho al debido proceso. Se habla a este último respecto, como ocurre en materia judicial, de una vía de hecho administrativa que se puede presentar por defecto orgánico absoluto, defecto procedimental absoluto, un defecto fáctico, defecto material o sustantivo, error inducido o vía de hecho por consecuencia, falta de motivación, desconocimiento del precedente constitucional vinculante y violación directa de la Constitución[43].  

32. Ahora bien, no obstante la vía de hecho judicial es un referente de base que puede servir para reconocer las falencias del procedimiento ante la Administración que constituyan vía de hecho, entre una y otra figura existen diferencias que no se pueden desconocer. De acuerdo con el carácter subsidiario y residual de la tutela, conforme al art. 86 C.P., la posibilidad de tutelar derechos fundamentales vulnerados por un acto administrativo siempre será excepcional puesto que tales decisiones están, si así se reclama, sujetas a un control jurisdiccional por vocación propia. Es decir que, salvo ciertos supuestos[44], existe otro mecanismo de defensa judicial, por lo que el juez podrá amparar la petición de tutela sólo cuando se esté frente “a la posibilidad de sufrir un perjuicio irremediable, que puede ser conjurado [únicamente] mediante una orden de amparo transitorio.”.” (Negrillas y subrayas por fuera del texto original). 

Partiendo de la jurisprudencia previamente citada, encuentra esta Corporación que la parte accionante no sustenta de forma alguna dentro de su escrito que con el actuar de la entidad accionada se le haya causado o se le vaya a causar un perjuicio irremediable que amerite la intervención de este Juez constitucional, por ser inminente e impostergable, lo cual se constituye en el elemento esencial para definir la procedencia de la acción de tutela. 

El Órgano de Cierre Constitucional ha enseñado que, sólo en excepcionalísimos eventos se puede dar trámite a la solicitud de amparo sin la exigencia de la acreditación de dicho perjuicio irremediable por parte del accionante: 

“23. Sólo excepcionalmente esta Corte ha considerado que el juez de tutela pueda no exigir la demostración del perjuicio irremediable. Ello sucede cuando el tipo de reclamo que se formula permite razonablemente presumir que existe afectación gravosa de derechos fundamentales y, en esa medida, corresponde es a la entidad demandada desvirtuar la referida presunción [27]. O cuando en general el perjuicio irremediable o la necesidad de la eficacia inmediata de la tutela, aparezcan justificadas por las circunstancias del caso, conforme a la aplicación de las reglas derivadas de la experiencia o de la evidente condición de debilidad del sujeto que reclama. Particularmente, la Corte ha señalado que los requisitos o condiciones para que se estructure tal perjuicio se hacen más flexibles cuando la acción es promovida por un sujeto de especial protección o que se encuentre en situación de debilidad manifiesta, a saber, discapacitados, madres cabeza de familia o las personas de la tercera edad[28].”

24. Pero de no ser esta la situación que el asunto plantea, en principio es una carga de los accionantes exponer las razones por las cuales están sufriendo un perjuicio irremediable o por qué el medio judicial ordinario no es eficaz para proteger sus derechos fundamentales, por lo que deben, al menos mencionar los hechos que le permitan al juez deducir la existencia de una u otra condiciones de la acción de tutela.”

En esta ocasión, resulta evidente que ninguno de los presupuestos expuestos en cita son adaptables al caso puesto en conocimiento de esta instancia judicial, pues el reclamo a simple vista no permite presumir cuál es el perjuicio irremediable al que está expuesto el actor que no le permita acudir a las vías ordinarias, máxime cuando estas alturas no ha agotado la vía gubernativa, pues no reposa en el expediente ningún tipo de información que permita deducir que los cuestionamientos que en esta oportunidad saca a relucir el señor Diego Osorio Valenzuela fueron expuestos ante la entidad reclamada previamente, ni tampoco que antes de acudir a la presente acción constitucional hubiera solicitado la ayuda del Ministerio de Agricultura para la producción y comercialización de sus cultivos de maíz.  

Teniendo en cuenta las razones antes expuestas, se considera que no se supera el test de procedibilidad del amparo solicitado, lo cual es suficiente para llevar a esta Colegiatura a concluir que la decisión de primera instancia se acogió a los parámetros legales del caso, de acuerdo a ello, la misma se habrá de confirmar. 

Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,
RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de tutela proferido por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, con ocasión de la acción constitucional promovida por el señor DIEGO OSORIO VALENZUELA, de acuerdo a las razones expuestas en la parte motiva de esta decisión. 

SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Corte Constitucional. Sentencia T -254 de 1993 
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